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Panel integrado por su presidenta, la Juez Gómez Córdova, la Jueza 
Rivera Marchand y el Juez Adames Soto. 

 
Rivera Marchand, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 
 

 Comparece ante nosotros, mediante recurso apelación, la Sra. 

Eliza Cruz Vélez y el Sr. William Delgado Rivera (demandantes o 

parte apelante) y nos solicitan la revocación de la Sentencia dictada 

el 22 de mayo de 2018 por el Tribunal de Primera Instancia (TPI), 

Sala de Aguadilla. Mediante el referido dictamen, el foro primario 

desestimó sin perjuicio la demanda de cobro de dinero incoada por 

los aquí apelantes en contra de la Sra. Ross Ann Camalo Cuccio y 

los herederos de la Sucesión de Carlos Hernández Pérez. El TPI 

utilizó la Regla 39.2(a) de Procedimiento Civil, infra, como 

fundamento para desestimar la demanda. Veamos. 
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I. 

 El 24 de abril de 2015, la señora Cruz Vélez y el señor Delgado 

Rivera instaron una Demanda en cobro de dinero en contra del Sr. 

Carlos Hernández Pérez. Los demandantes alegaron haberle 

entregado $30,500 en calidad de préstamo al señor Hernández Pérez 

y que éste no cumplió con la obligación de pago a pesar de las 

gestiones de cobro realizadas. En consecuencia, los demandantes 

adujeron que la deuda era líquida, vencida y exigible, por lo que 

solicitaron el pago del dinero prestado, intereses, costas y $2,500 

por honorarios de abogado.1 

 El 27 de julio del mismo año, los demandantes le notificaron 

al TPI el fallecimiento del demandado y solicitaron autorización para 

enmendar la demanda con el fin de hacer la sustitución de parte 

correspondiente. El mismo día, los demandantes presentaron la 

Demanda enmendada en cobro de dinero y formularon las 

alegaciones en contra de la Sra. Ross Ann Camalo Coccio2 y la Sra. 

María Francesca Hernández Camalo como herederas de la Sucesión 

de Carlos Hernández Pérez. En esta ocasión, los demandantes 

incluyeron en el epígrafe una referencia al procedimiento sumario 

establecido en la Regla 60 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V).3 

Sin embargo, dicho procedimiento sumario está disponible para 

reclamaciones no mayores de $15,000 y por lo que, el TPI le dio 

curso a la causa de acción por la vía ordinaria.4 

 En enero del 2016, la señora Hernández Camalo contestó la 

demanda y alegó que el dinero le fue entrega al señor Hernández 

Pérez como una inversión. Además, la codemandada adujo que el 

                                                 
1 Recurso de apelación, Apéndice, pág. 28-29. 
2 La codemandada luego aclaró que el nombre correcto es Rose Ann Camalo 

Cuccio. 
3 Íd., págs. 22-27. 
4 La Regla 60 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V) establece, en lo pertinente, 

lo siguiente: “Cuando se presente un pleito en cobro de una suma que no exceda 

los quince mil (15,000) dólares, excluyendo los intereses, y no se solicite en la 
demanda tramitar el caso bajo el procedimiento ordinario, la parte demandante 

deberá presentar un proyecto de notificación-citación que será expedido 

inmediatamente por el Secretario o Secretaria”. 
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dinero le fue devuelto a la demandante durante una visita en la 

residencia del señor Hernández Pérez.5 Posteriormente, fue sometido 

ante el TPI un Informe para el manejo del caso.6 No obstante, el 

abogado de la señora Hernández Camalo falleció y el TPI le concedió 

a la parte 30 días para anunciar la nueva representación legal. La 

orden del foro primario fue dictada el 27 de diciembre de 2016.7 

 Surge de una moción presentada por los demandantes en 

abril del 2018 que se dilucidó ante el TPI un asunto relacionado con 

la aceptación de la herencia por parte de la señora Camalo Cuccio y 

la señora Hernández Camalo. Asimismo, los demandantes indicaron 

que la señora Hernández Camalo no había cumplido con la orden 

del TPI a los efectos de anunciar la nueva representación legal. Ante 

esta situación, los demandantes le solicitaron al TPI que le anotara 

la rebeldía a la parte demandada.8 

 El TPI dictó una Orden el 12 de abril de 2018 mediante la cual 

hizo contar que se intentó notificar a la señora Hernández Camalo 

en varias ocasiones a la dirección de récord, pero las mismas fueron 

devueltas por el servicio postal. Dicho foro expresó que las 

notificaciones incluyeron apercibimientos de anotación de rebeldía. 

No obstante, el TPI no anotó la rebeldía en ese momento, sino que 

señaló el “juicio en rebeldía para el 21 de mayo de 2018”. Asimismo, 

le ordenó al Alguacil Regional a notificar copia de la Orden a la 

dirección residencial del récord y apercibió a la señora Hernández 

Camalo que le anotaría la rebeldía de no comparecer al juicio y 

procedería con la celebración del mismo.9  

Así las cosas, los demandantes y su abogada no 

comparecieron al juicio y tampoco se comunicaron para excusarse 

o justificar la incomparecencia. Por ello, el TPI decretó la 

                                                 
5 Íd., págs. 19-21. 
6 Íd., págs. 15-18. 
7 Íd., pág. 14. 
8 Íd., págs. 13. 
9 Íd., pág. 12. 
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desestimación de la causa de acción sin perjuicio.10 La Sentencia fue 

dictada el 22 de mayo de 2018 y notificada el 20 de junio de 2018. 

Oportunamente los demandantes solicitaron reconsideración 

al TPI. En la moción, la representación legal de los demandantes 

argumentó que, al recibir la Orden con el señalamiento del juicio, ya 

tenía en el calendario dos vistas judiciales en diferentes regiones 

judiciales. La abogada expresó que preparó un escrito para solicitar 

la transferencia del juicio en el presente caso, pero cometió un error 

involuntario al no enviarla por correo postal. Por último, la moción 

de reconsideración arguyó que se trataba de la primera 

incomparecencia y la desestimación no era el remedio 

correspondiente, sino un apercibimiento a la abogada según la Regla 

39.2(a) de Procedimiento Civil, infra.11 

El 5 de julio de 2018, el TPI declaró no ha lugar la moción de 

reconsideración por entender que no se acreditó justa causa.12 La 

decisión del foro apelado fue archivada en autos y notificada al día 

siguiente. Insatisfechos con el resultado, los demandantes 

acudieron ante nosotros mediante recurso de apelación y 

formularon los siguientes señalamientos de error, a saber: 

ERRO (sic) EL HONORABLE TRIBUNAL AL 
DESESTIMAR LA CUASA DE ACCION (sic) DE LA 

PARTE DEMANDANTE POR SU INCOMPARECENCIA A 

JUICIO. 

ERRO (sic) EL HONORABLE TRIBUNAL Y ABUSO (sic) 
DE SU DISCRECION (sic) AL DESESTIMAR LA 
DEMANDA POR UN SOLO INCUMPLIMIENTO CON LAS 

ÓRDENES DEL TRIBUNAL. 

ERRO (sic) EL HONORABLE TRIBUNAL AL 
DESESTIMAR LA DEMANDA AL AMPARO DE LAS 
DISPOSICIONES DE LA REGLA 39.2(a) CUANDO NO 

CUMPLIO (sic) CON LAS MEDIDAS QUE ALLI (sic) SE 

ESTABLECEN. 

ERRO (sic) EL HONORABLE TRIBUNAL Y ABUSO (sic) 
DE SU DISCRECION (sic) AL DESESTIMAR LA 

DEMANDA AL AMPARO DE LA REGA 37.3, CUANDO 
LA MISMA NO CONTEMPLA COMO SANCION (sic) LA 

                                                 
10 Íd., pág. 10. 
11 Íd., págs. 2-4. 
12 Íd., pág. 1. 
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DESESTIMACION (sic) DE LA CAUSA DE ACCION 

(sic).13 

 Examinado el recurso apelativo, apercibimos a la parte 

apelada de cumplir con la Regla 22 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones (4 LPRA Ap. XXII-B). El término para presentar el 

alegato en oposición transcurrió y la parte apelada no compareció, 

por lo que procedemos a atender la apelación presentada por la 

señora Cruz Vélez y el señor Delgado Rivera. 

II. 

La Regla 39.2(a) de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V) 

reglamenta la situación de los incumplimientos con las órdenes 

judiciales. Ante estas situaciones, los tribunales tienen la facultad 

para eliminar alegaciones o desestimar el pleito a iniciativa propia o 

a solicitud de parte. Íd. No obstante, la sanción de la desestimación 

no es automática. La Regla 39.2(a) establece unos pasos previos a 

la desestimación. Cuando se trata de un primer incumplimiento, los 

tribunales deben apercibir al abogado o abogada de la situación y 

concederle la oportunidad de responder. Íd. Si el abogado o abogada 

de la parte no responde a tal apercibimiento, los tribunales 

procederán a imponer sanciones a dicho abogado o abogada y se 

notificará directamente a la parte sobre la situación. Íd.  

Una vez la parte es debidamente informada o apercibida de la 

situación, y de las consecuencias de no corregirla, los tribunales 

podrán ordenar la desestimación del pleito o la eliminación de las 

alegaciones. Íd. Sin embargo, es importante apuntar que los 

tribunales deben concederle a la parte un tiempo razonable para 

corregir la situación que en ningún caso será menor de treinta (30) 

días a menos que las circunstancias del caso justifiquen que se 

reduzca el término. Regla 39.2(a) de Procedimiento Civil, supra. De 

                                                 
13 Alegato de la parte apelante, págs. 7-8. El recurso de apelación fue presentado 
ante el Tribunal de Primera Instancia el 6 de agosto de 2018 y el próximo día en 

el Tribunal de Apelaciones. Véase Regla 14(C) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones (4 LPRA Ap. XXII-B). 
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esta manera se le garantiza un trato justo a la parte ante la amenaza 

de desestimación de su causa de acción por las actuaciones u 

omisiones de su representante legal. Sánchez Rodríguez v. Adm. de 

Corrección, 177 DPR 714, 725 (2009), citando a Banco Popular v. 

S.L.G. Negrón, 164 DPR 855, 864 (2005). 

La desestimación, “al ser la sanción más drástica que puede 

imponer un tribunal ante la dilación en el trámite de un caso, debe 

imponerse solo en casos extremos”. (Énfasis nuestro). Garriga 

Gordils v. Maldonado Colón, 109 DPR 817, 822 (1980). Es decir, 

únicamente debe hacerse en casos tan extremos que no haya duda 

de la irresponsabilidad o contumacia de la parte contra quien se 

toman las medidas drásticas. Íd. El Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha reiterado que la imposición de sanciones debe imponérsele 

primero al abogado de la parte y, si no produce efectos positivos, 

entonces procede la desestimación si la parte fue debidamente 

apercibida de la situación. López Rivera v. Rivera Díaz, 141 DPR 194, 

199 (1996). Además, es preciso señalar que “recae sobre el 

demandante la carga de justificar con referencia a los hechos y las 

circunstancias del caso, la razón o el motivo para su inacción dentro 

del término original.” First Bank of P.R. v. Inmob. Nac., Inc. 144 DPR 

901, 915 (1998). 

El Tribunal Supremo ha expresado que de la Regla 39.2(a) de 

Procedimiento Civil, supra, surge que la desestimación de la 

reclamación o eliminación de las alegaciones solo procede luego de 

haber puesto acciones disciplinarias infructuosas. Mejías et al. v. 

Carrasquillo et al., 185 DPR 288, 297 (2012). Lo anterior responde a 

que de ordinario los tribunales favorecen que los casos se ventilen 

en sus méritos y la sanción de la desestimación debe prevalecer solo 

ante la inequívoca desatención y abandono total de la parte con 

interés. Íd., pág. 298. El uso desmesurado de la 

desestimación puede vulnerar el propósito que persiguen los 
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tribunales de impartir justicia. Sánchez Rodríguez v. Adm. de 

Corrección, supra, pág. 721. Lo anterior significa que los tribunales 

deben procurar un balance entre el interés de promover la 

tramitación rápida de los casos y la firme política judicial de 

adjudicarlos en sus méritos”. Banco Popular v. S.L.G. Negrón, supra, 

864. 

III. 

En el presente caso, los señalamientos de error formulados 

por la parte apelante los discutiremos en conjunto, pues en esencia 

requieren revisar si el TPI aplicó correctamente la Regla 39.2(a) de 

Procedimiento Civil, supra. La parte apelante arguyó que el TPI 

impuso la sanción extrema de la desestimación ante un primer 

incumplimiento y sin utilizar antes las medidas dispuestas en la 

referida Regla. Examinado con detenimiento el apéndice sometido, 

resolvemos que el TPI erró al desestimar la acción de cobro de 

dinero. Aun cuando podemos entender que el TPI no haya 

encontrado justa causa en las razones ofrecidas por la abogada, 

acerca de la incomparecencia al juicio, entendemos que el TPI debió 

emitir una orden directamente a los demandantes para corregir la 

situación. Así lo exige la Regla 39.2(a) de Procedimiento Civil, supra. 

Por otro lado, la desestimación sin perjuicio no altera el 

análisis del caso. La Regla 39.2 de Procedimiento Civil, supra, 

concede discreción a los tribunales para ordenar de manera expresa 

la desestimación sin perjuicio del caso, pero no establece que este 

tipo de acción exime el cumplimiento del proceso previo a la 

imposición de la sanción. De los documentos que hemos tenido la 

oportunidad de examinar no surge que el TPI le hubiese brindado la 

oportunidad a la señora Cruz Vélez ni al señor Delgado Rivera de 

corregir la situación y ello constituyó una violación al debido proceso 

de ley. Por lo tanto, entendemos que los apelantes tienen razón al 

plantear que el TPI debió cumplir con las medidas previas a la 
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desestimación que establece la Regla 39.2(a) de Procedimiento Civil, 

supra. 

Además, el TPI pudo recurrir al uso de la sanción económica 

en contra de la abogada de los demandantes y no lo hizo. Ambas 

medidas previas a la desestimación se encuentran disponibles en 

las fuentes de Derecho citadas por el TPI en la Sentencia apelada, 

en particular, en Amaro González v. First Fed. Savs., 132 DPR 1042, 

1051-153 (1993) y la Regla 39.2(a) de Procedimiento Civil, supra.14 

Por otro lado. la Regla 37.3 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V) 

citada en la Sentencia apelada tampoco alteraría el resultado, pues 

el incumplimiento con las ordenes de calendarización conlleva la 

imposición de sanciones económicas a la parte o a la representación 

legal según la Regla 37.7 de Procedimiento Civil (32 LPRA Ap. V). 

 Por los fundamentos expuestos, revocamos la Sentencia 

dictada el 22 de mayo de 2018 y devolvemos el caso para la 

continuación de los procedimientos. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

                                                 
14 Al aplicar el Derecho a los hechos del caso Amaro González v. First Fed. Savs., 
132 DPR 1042, 153 (1993) el Tribunal Supremo expresó: “[…]En vista de ello, y 
no obstante las innumerables solicitudes del demandado y las admoniciones del 

tribunal de instancia de desestimar la acción, la realidad es que la parte 

demandante nunca fue apercibida de los incumplimientos de su abogado con 

respecto al descubrimiento de prueba en cuestión. El tribunal nunca les alertó en 

ánimo de que tomaran acción correctiva a esos efectos. Si bien es cierto que la 
conducta observada es una digna de sanciones, un examen del expediente revela 

que el tribunal de instancia se limitó a apercibir a la parte demandante, por 

conducto de su abogado, de que si incumplimiento conllevaría la drástica sanción 

de la desestimación. En momento alguno impuso al abogado y/o parte litigante 

sanciones de índole económica en aras de agilizar el descubrimiento de prueba”. 

(Citas y énfasis omitido). Cabe señalar que lo resuelto en Fine Art Wallpaper v. 

Wolf, 102 DPR 451, 454 (1974) versó sobre unos hechos distintos, pues allí se 
suspendió una vista en cinco ocasiones y no estuvo en controversia si aplicaba 

una normativa similar a la adoptada posteriormente en Amaro González v. First 
Fed. Savs., supra, o la establecida en la Regla 39.2(a) de Procedimiento Civil (32 

LPRA Ap. V). 


